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LA RELACIÓN ESTADO -POBLACIONES 
INDÍGENAS EN COLOMBIA:

UNA REFLEXIÓN A PARTIR DE 
LA ETNOEDUCACIÓN1 

THE RELATIONSHIP BETWEEN STATE AND NATIVE PEOPLE IN 

COLOMBIA: A REFLECTION FROM THE  ETHNO-EDUCATION

Recibido: 

Por: 2

1 Artículo que se deriva de la investigación: “Diagnóstico de la Etnoeducación en Colombia”.
2Doctorando en Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de la Plata, Magíster en Ciencia Política del  Instituto de Altos Estudios Sociales y Politólogo de la 
Universidad del Cauca. Correo electrónico: carlosarielmueses@gmail.com

>>INTRODUCCIÓN

L
-

-

-

4

-

-

tuación  y la delimitación de los ámbitos de intervención

la dominación

-

-

3 Una expresión de ello, son las distintas formas de nombrar a los indígenas: Poblaciones, Comunidades, Pueblos Originarios y otras. Para efectos 
de la escritura de este artículo, estos términos se utilizarán indistintamente, tratando de no caer en una denominación anacrónica. La intensión es  
ceñirse a la forma como son nombrados por los autores citados, incluyendo los académicos e institucionales.
4 Esta proposición corresponde a la hipótesis planteada por Oszlak (1997), cuando pretende desarrollar un esquema analítico para dar cuenta de los 
procesos de transformación del Estado y la sociedad, en el marco del capitalismo y las reformas estatales a 2nales del siglo XX.
5 Teniendo en cuenta lo problemático que puede resultar una de2nición de la etnoeducación, ésta es asumida de manera general como la educación 
para y de grupos étnicos. Sin embargo, nos atrevemos a plantear que la etnoeducación es la respuesta institucional a una demanda educativa del 
movimiento indígena y, como tal, se constituye como el ámbito de acción para el desarrollo e implementación de otras educaciones más acordes al 
proyecto cultural y político de las organizaciones indígenas.
6 Siguiendo a este autor, entre Estado nacional y Estados subnacionales. Aplicado al caso colombiano, entre gobierno central y entidades territo-
riales locales como departamentos o municipios.
7 Salud, educación, seguridad, etc. 
8De acuerdo con O’Donnell (1984), la dominación o correlación de poder se entiende como “la capacidad, actual y potencial, de imponer regular-
mente la voluntad sobre otros, incluso pero no necesariamente, contra su resistencia” (p. 200). 
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-

ción de la relación establecida entre el Estado 

-

-

-

-

>>LA ETNOEDUCACIÓN 

COMO POLÍTICA CULTURAL

-

-

 

-

-

-

-
9 Según Castillo y Rojas (2005), se identi&can tres momentos en la política 
indigenista relacionada con la educación de los grupos étnicos. En la coloni-
zación, la educación de estos grupos era asumida desde la evangelización; un 
segundo momento se constituye en la República, cuando se pretende integrar 
escolarmente a indígenas y negros al emergente Estado-Nación a través de las 
misiones religiosas; y un tercer momento, con la reivindicación, reconocimiento 
y cooptación de los derechos étnicos a &nales del siglo XX.

-

-

-

na como una frontera viva y como instrumento de 

-

-

11

 

-

-

-

11 La educación contratada se de&ne como una forma de administración educa-
tiva, donde el Estado delega a las congregaciones religiosas su responsabilidad 
en la prestación del servicio educativo de comunidades indígenas por medio de 
un contrato renovable cada dos años. El Estado “de acuerdo con los presupues-
tos presentados por los distintos Vicariatos Apostólicos a nivel regional, asigna 
los recursos para el buen funcionamiento de los centros educativos a su cargo” 
(Bodnar citada por Castillo y Rojas, 2005: 71).

-

-

-

-

-

-
10

-

10 En 1887 se &rma el Concordato entre la Santa Sede y la República de Co-
lombia, donde se concede a la Iglesia Católica -mediante el establecimiento 
de un Convenio de Misiones- “la tutela sobre el sistema educativo y autoridad 
sobre los territorios de misiones (alrededor del 64% del territorio nacional)”. 
Por otra parte, este legado colonial de compartir responsabilidades -entre el 
Estado colombiano y la Iglesia Católica- frente a la protección e integración de 
las poblaciones indígenas, viene a ser legalizado mediante la expedición de la ley 
89 de 1890: “A tenor de la Ley existen … tres categorías jurídicas de indios …: 
1. los indios salvajes, 2. aquellos que están en proceso de integración a la vida 
civilizada, 3. aquellos que habiendo sido ya integrados a la civilización, están 
organizados en parcialidades y viven en resguardos o reservas. Para las dos pri-
meras categorías, el Estado en virtud del Concordato, delega en la Iglesia su so-
beranía … Para la tercera categoría, que tiene que ver con la población indígena 
que se cali&caría hoy en día como campesina [el Estado asumiría directamente 
esta responsabilidad]” (Gros, 1991, p. 218).

-

12

-
14

-

 a los que es-

-

12 El movimiento indígena será entendido como una forma de movimiento 
social construido alrededor de una identi&cación y reivindicación de intereses 
-con un substrato histórico y cultural que les da especi&cidad- que, al poner 
a disposición mecanismos institucionales y extrainstitucionales, obtiene cier-
to reconocimiento social y político por parte de la sociedad y el Estado, sin 
comprometer su accionar con formas de representación político-electoral. Par-
ticularmente, relacionamos este proceso de identi&cación y reivindicación con 
la creación del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), sin desconocer 
la lucha territorial y cultural emprendida por Manuel Quintín Lame a inicios 
del siglo XX.  Formalmente, el CRIC se conforma el 20 de febrero de 1971 y 
promueve la adopción de un programa objetivado en la ampliación de las tierras 
de resguardo y el reconocimiento de la interlocución indígena en términos de 
elaboración e implementación de políticas públicas, de igual manera, mani&esta 
su rechazo frente a las condiciones de explotación económica y social de las co-
munidades. El 6 de septiembre del mismo año, se da lugar a una segunda asam-
blea en el resguardo de Tacueyó y se establecen como objetivos: 1. Recuperar las 
tierras de los resguardos; 2. Ampliar los resguardos; 3. Fortalecer los Cabildos 
Indígenas; 4. No pagar terrajes; 5. Hacer conocer las leyes sobre indígenas y 
exigir su justa aplicación; 6. Defender la historia, lengua y las costumbres indí-
genas; 7. Formar profesores indígenas para educar de acuerdo con la situación 
de los indígenas y en su respectiva lengua. De acuerdo con Gros (1991), este 
programa sería el de&nitivo en la consolidación de la plataforma y las acciones 
políticas emprendidas por el CRIC.
13 Como resultado de la experiencia del CRIC, en 1973 se crea la Unión de 
Indígenas Jivi Sikuani en Meta y Vichada (UNUMA) y el Consejo Regional 
Indígena del Vaupés (CRIVA); la Organización Indígena de Antioquia (OIA) 
y el Consejo Regional Indígena de Risaralda (CRIR) en 1976; la Organización 
Regional Embera Waunana (OREWA) y el Consejo Regional Indígena del 
Tolima (CRIT) en 1980 y 1981 respectivamente (Laurent, 2005, p. 74).
14 Como antecedentes, se puede citar el cuestionamiento de la labor de la Igle-
sia en los territorios de misiones en el primer gobierno de López Pumarejo 
en la denominada República Liberal y la realización de un convenio con el 
Instituto Lingüístico de Verano (ILV) en el año de 1962. Sin embargo, para el 
primer caso, la confrontación de resultados no prospera quizá por la marcada 
tendencia político-partidista de las reclamaciones del Ministro de Educación, 
así como por la incapacidad del Estado para responder a las demandas de las 
comunidades indígenas de esta zona del país; contrariamente, el convenio con 
el ILV reduce la hegemonía de la Iglesia en las comunidades, pero –en función 
del proselitismo y aculturación- afecta las formas de vida de las comunidades 
indígenas (Muñoz & Bolaños, 2003, p. 465). 
15 Se cuestiona, principalmente, la denominada pedagogía católica, de&nida 
como “transmisión de conocimientos, entre otras cosas, porque no es una peda-
gogía producto de la observación, ni de la naturaleza, tampoco es una pedagogía 
que piense la relación hombre-medio; hombre naturaleza; en &n, la pedagogía 
católica es una pedagogía dogmática, axiomática, disciplinante a la manera de la 
moral cristiana y de enclaustramiento” (Quiceno citado en Gaitán, 2008, p. 83)
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-

-

-

-

del uso de sus lenguas

-

-

16Con este propósito, en las décadas de 1980 y 1990, se inicia un proceso de 
profesionalización docente con el (n de legalizar la situación de los maestros 
provenientes de las experiencias educativas del movimiento indígena (Castillo 
& Rojas, 2005, p. 82), así como la conformación de una nueva elite indígena 
que “va a emanciparse progresivamente de sus tutores y que encontraremos a 
menudo encabezando las nuevas organizaciones” (Gros, 1997, p. 20).
17 Según Castillo y Rojas (2005, p. 76) al incorporar el bilingüismo en el pro-
yecto político y educativo del movimiento y las organizaciones indígenas, se 
busca promover y recuperar el uso de la lengua materna en los procesos edu-
cativos y el dominio del castellano como segunda lengua. Con esto, se preten-
día transformar el nivel de participación de los indígenas frente al Estado y la 
sociedad y, a su vez, también permitía mayor control y autonomía por parte de 
las comunidades.

en la medida en que los movimientos sociales 

-

-

-

-

-

-

-

-

-

-

>>INSTITUCIONALIZACIÓN 

DE LA  ETNOEDUCACIÓN 

legal de las reivindicaciones territoriales del mo-

-

-

-

-

-

Estado sobre su derecho a una educación adecua-

-

-

-

-

-

-

-

18 Congregación religiosa franciscana.
19 Sin embargo, en los territorios nacionales “… la presencia de la Iglesia había 
logrado consolidarse a lo largo de dos siglos de intervención, de tal forma que el 
modelo de educación contratada era bastante estable” (Castillo & Rojas, 2005, 
p. 77).

-

-

-

-

     

-

-

   

-

    

-

20  y 

20 Según este decreto se reconoce el derecho de las poblaciones indígenas a 
recibir una educación acorde a su realidad antropológica (artículo 11) y a la 
participación de las comunidades en el diseño curricular (artículo 33).
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21

-

-

-

-

-

-

concernientes a la etnoeducación22

21 El decreto 1142 reglamenta el artículo 11 del anterior decreto y establece 
la gratuidad de la educación para comunidades indígenas (artículo 3); la parti-
cipación indígena en el diseño y evaluación de currículos y la organización de 
Centros Experimentales Pilotos para su implementación (artículos 4 y 5); la 
promoción de investigaciones y formación de investigadores indígenas (artículo 
7); la adecuación de los niveles de educación básica a las características cultu-
rales de las comunidades (artículo 8); la selección, formación y capacitación del 
personal docente que debe ser de la comunidad y preferiblemente bilingüe (artí-
culo 11); la incorporación en el currículo de Educación Formal de conocimien-
tos históricos y culturales de las comunidades (artículo 12) y; la autorización 
del Ministerio de Educación para el establecimiento de horarios y calendarios 
escolares adecuados a las características culturales de las comunidades indígenas 
(artículo 13).
22 Por ejemplo, se exime de algunos requisitos académicos y de concurso para 
su nombramiento a docentes indígenas por medio del decreto 85 de 1980, la re-
solución 9549 de 1984 y el decreto 1498 de 1986; por esta resolución se crea un 
modelo de profesionalización dirigido por los Centros Experimentales Pilotos 
y en el año de 1984 mediante la resolución 3454 se crea el Programa Nacional 
de Etnoeducación dentro del Ministerio de Educación Nacional, estableciendo 
los lineamientos de educación indígena en acuerdo con la ONIC y aprobando el 
plan de educación de los IJKA de la Sierra Nevada. En 1986, por medio del de-
creto 473, se crea el Consejo de Cultura y Educación con el 6n de “conseguir el 
rescate, la preservación, la promoción y la defensa del patrimonio cultural” de las 
Intendencias y Comisarías e impulsa la creación de establecimientos públicos 
con este propósito. En este mismo año, con el decreto 2230 se crea el Comité 
Nacional de Lingüística Aborigen.

-

-

     

-

generación

-

-

24

-

23 La Constitución Política de 1991 respecto a la educación de las comunidades 
indígenas establece: artículo 7: El Estado reconoce y protege la diversidad étni-
ca y cultural; artículo 10: Las lenguas indígenas son o6ciales en sus territorios. 
La enseñanza que se imparta en las comunidades con tradiciones lingüísticas 
propias será bilingüe; artículo 68: Los integrantes de los grupos étnicos tendrán 
derecho a una formación que respete y desarrolle su identidad cultural (Presi-
dencia de la República, 2008).
24 Según este decreto, la Etnoeducación debe ser incluida en los planes edu-
cativos de las entidades territoriales (artículo 3) y su 6nalidad es a6anzar pro-
cesos de identidad por medio de la formación y selección de etnoeducadores 
(capítulo 2), la construcción y puesta en marcha de currículos propios (capítulo 
3) y la adecuación del proceso educativo a los usos y costumbres de los grupos 
étnicos teniendo en cuenta su calendario productivo, sus formas organizativas y 
la disposición de recursos naturales en sus territorios (capítulo 4); todo esto en 
concordancia con los planes de vida y en un proceso de continua interlocución y 
concertación entre las autoridades de las entidades territoriales y las autoridades 
indígenas.
25 De acuerdo con la Ley General de Educación, en su artículo 55, “[s]e entien-
de por educación para grupos étnicos la que se ofrece a grupos y comunidades 
que integran la nacionalidad y que poseen una cultura, una lengua, unas tradi-
ciones y unos fueros propios y autóctonos.
Esta educación debe estar ligada al ambiente, al proceso productivo, al proceso 
social y cultural, con el debido respeto de sus creencias y tradiciones” (Ministerio 
de Educación Nacional, 1999, p. 7).

-

-

     

-

-

-

bución de los recursos de la nación a través de las 

-

-

-

-

-

-

-

26 En este sentido, el Programa de Etnoeducación se desarrolla con los com-
ponentes de formación y capacitación de docentes; investigación antropológica, 
lingüística y pedagógica; diseño curricular y proyectos etnoeducativos comuni-
tarios; diseño, elaboración y producción de material educativo y; asesoría, segui-
miento y evaluación de programas y proyectos (Arango & Sánchez, 2004, p. 76).
27 Resulta interesante el planteamiento respecto de que el proceso de institu-
cionalización de la etnoeducación enmarcado en la apropiación funcional del 
Estado ha ocasionado su consideración como parte del servicio educativo y, 
por lo tanto, se la considere como una política o6cial de integración a la cual se 
le antepone, por parte del movimiento y las organizaciones indígenas, el dere-
cho a una educación propia como expresión de una autonomía educativa plena 
(Castillo, 2008).  
28 El proceso de descentralización y delegación de competencias por parte 
del Estado central, tiene sus antecedentes en el gobierno de López Michelsen 
(1974-1978), sin embargo, es en el gobierno de Virgilio Barco (1986-1990), 
posteriormente avalado por la Constitución política de 1991, donde se concre-
tiza esta reforma.

-

-

 o a una 

     

-

distribución del ingreso y los condicionamientos que 

-

-

ferencias directas a los resguardos en tanto no se 

-

     

-

-

-

-

29 A partir del 2002, la etnoeducación pierde la fuerza institucional que había 
logrado (Cortés, 2003). En efecto, el alcance institucional de la etnoeducación 
en el orden nacional se ve mermado, lo cual se evidencia por el desplazamiento 
institucional de la etnoeducación: de ser el Programa de Etnoeducación pasa a 
ser un programa atendido por la subdirección de poblaciones, como parte de la 
Dirección de Poblaciones y Proyectos Intersectoriales, en el marco de la política 
general de atención a poblaciones vulnerables. Es decir, además de los grupos 
étnicos, esta Subdirección atiende a la población rural, desplazados, desvinculados 
del con=icto armado, niños, niñas y jóvenes con necesidades educativas especiales, 
adultos iletrados y habitantes de las zonas de frontera (Enciso, 2004, p. 20).
30 Programa educativo del gobierno de Álvaro Uribe (2002-?) que incluye cin-
co temas esenciales: cobertura, calidad, pertinencia laboral, capacitación técnica 
e investigación cientí6ca.
31 Al parecer, este proyecto se encuentra empantanado en el Congreso, en razón 
que el poder político –o electoral- de las poblaciones indígenas o sus represen-
tantes, no resulta signi6cativo para las mayorías, por tanto, no es prioritaria su 
viabilidad.
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-

-

     

-

nos funcional y material de la relación Estado y 

actores se trasladaron al orden local y se desarro-

-

-

     

-

-

-

han transformado -

-

en educación y salud a través del ordenamiento 

-

    

-

-

-

-

     

32 Según Oszlak (1997), las reglas de juego que orientan la relación del Estado 
y la sociedad, podrían resumirse bajo estas proposiciones: “no taxation without 
representation” (No hay tributación sin representación); “no power without 
taxation” (ningún poder sin impuestos); “no taxation without delivery” (ningún 
impuesto sin prestaciones o políticas sociales); “no delivery without taxation” 
(No hay prestaciones sin impuestos); “no legitimacy without delivery” (ninguna 
legitimidad sin prestaciones); “no delivery without power” (no hay prestaciones 
sin poder).

>>CONCLUSIONES

-

    

-

-

     

-

no con el ánimo de mejorar la relación entre el 

-

de la idea de disminución del tamaño del Estado lo 

-

-

    

-

-

-

una educación acorde a los usos y costumbres de 

-

-

-
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